PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE:

LEY
Artículo 1º.- Crease en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires, el Fondo de Acceso a la Vivienda Estudiantil Universitaria, el cual tendrá por objeto otorgar subsidios reembolsables destinados al alquiler de vivienda única  a los jóvenes estudiantes de la provincia a fin de facilitar el acceso al estudio universitario. Dicho fondo será destinado  a los estudiantes que, egresados del nivel medio, deseen proseguir sus estudios de grado en las universidades públicas con asiento o sede en la provincia, como así también aquellas que, sin poseer sede, celebren convenios educativos con municipios de la misma. 
Artículo 2º.- Son sujetos del presente beneficio los estudiantes que cumplan los siguientes requisitos:
a) Se encuentren inscriptos en alguna de las universidades públicas nacionales con asiento o sede en la provincia; o posean convenios con municipios de la misma.  
b) Deban alquilar vivienda en ciudades de la provincia distintas a las que se hallaren viviendo hasta el momento de concluir sus estudios secundarios.
c) No tengan más del 80 % (ochenta por ciento) de su carrera aprobada. 
      d)   La estructura de ingresos familiar no supere los 3 (tres) sueldos de la categoría   MAESTRANZA A, ANTIGÜEDAD INICIAL, establecida por la Federación Argentina de Empleados de Comercio y Servicios.
Artículo 3º.- El fondo mencionado financiará los gastos derivados de los contratos de alquiler que pudieran formalizar los estudiantes o sus tutores, mas seis (6) meses de pago del alquiler efectivo acordado por las partes según  contrato de locación.
Artículo 4º.- Entiéndase como gastos derivados de los contratos de alquiler a los efectos de la ejecución de la presente ley:

       a) Los conceptos de depósito de dinero en efectivo previstos por el locador en virtud de incumplimiento de cláusulas contractuales.

b) Los conceptos de comisión inmobiliaria.

d)  Los conceptos de sellado.

Artículo 5º.- Podrá solicitarse el presente beneficio toda vez que el alquiler del inmueble no sobrepase los precios de un alquiler medio tomando como referencia los precios de mercado vigentes y siempre que el inmueble a alquilar tenga directa relación con la cantidad a estudiantes a vivir en el mismo.  

Artículo 6º.-  Los aportes otorgados a los estudiantes serán reintegrables en un 100% y no preverán intereses, gastos de financiación, ni de cualquier otra naturaleza implementándose solo un juste por inflación que permita mantener el capital del Fondo de Acceso a la Vivienda Estudiantil Universitaria.
Artículo 7º.- La autoridad de aplicación del Fondo de Acceso a la Vivienda Estudiantil Universitaria, dará un plazo de cancelación de los mismos no inferior a los tres (3) años  y asegurará aquellas condiciones que garanticen el espíritu social y solidario de la presente ley. 
Articulo 8º.- La cuota de devolución del subsidio comenzara a cobrarse luego de los noventa (90) días de otorgado el mismo.
Artículo 9º.- El Poder Ejecutivo determinará la esfera de gobierno desde la cual se financiará el Fondo de Acceso a la Vivienda Estudiantil Universitaria que será incluido y ejecutado en el Presupuesto General del año posterior al de aprobación de la presente.

Artículo 10º.- El Poder Ejecutivo reglamentará esta ley dentro de los noventa (90) días de promulgada.

Artículo 11º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.
FUNDAMENTOS

La juventud constituye, sin lugar a dudas, una referencia ineludible a la hora de pensar políticas públicas. En ella se conjugan el presente y el futuro de todas las sociedades, en lo referente al desarrollo económico, intelectual, histórico e identitario. La construcción de políticas públicas enfocadas a la temática juvenil no pueden prescindir de una discusión más general respecto al desarrollo integral de las comunidades de las que forman parte los jóvenes. La relación de los mismos con la vivienda, con el empleo, con el acceso a los estudios y con su lugar de pertenencia, influye directamente en el desarrollo futuro de la sociedad en el marco de las modernas sociedades de conocimiento. 

La situación específica de los estudiantes universitarios vincula estrechamente la cuestión educativa, como política necesaria para la concreción efectiva de la igualdad de oportunidades, con la motorización del desarrollo a partir de la capitalización del conocimiento. 
En este escenario complejo y donde las fluctuaciones tecnológicas de las últimas décadas, inciden profundamente en el mercado laboral, al punto de que las cifras de desocupación, de pobreza y de jóvenes que no finalizaron sus estudios terciarios y universitarios son coincidentes, la intervención activa del Estado, se torna imprescindible, para regular y administrar las asimetrías educativas. Respecto a las cifras mencionadas, vale destacar que el 19,8% de los jóvenes de la provincia se encuentran privados de recursos corrientes incluyendo la vivienda; el 18,1% se encuentra desocupado, cifra que trepa al casi 20% en el conurbano bonaerense, en tanto que, el 20,5% no terminó sus estudios terciarios y universitarios (INDEC 2001).

La relación inversamente proporcional entre pobreza y acceso a la educación, es evidente, no solo en la provincia de Buenos Aires, sino en América Latina. En este sentido Comisión Económica Para América Latina (CEPAL) describe la coincidencia de los sectores con mayor nivel de instrucción y mayor capital educativo, con aquellos que perciben mayores ingresos, dado que en esos segmentos las herramientas para la inserción laboral son mayores. Partiendo de la base de que las oportunidades de desarrollo social y económico tienen que ver con los contextos educativos familiares, las perspectivas de desarrollo económico y social también terminan por serlo. A este fenómeno el informe de la CEPAL del año 2006 lo llama “inequidad intergeneracional”, haciendo referencia a la transmisión de generación en generación de la injusta distribución del ingreso. La necesidad inmediata de conseguir trabajo, impide a la población de bajos recursos y escasa tradición escolar y educativa, romper este ciclo, con la consecuente regresión en la distribución del ingreso. Según datos de la CEPAL esta restricción a la continuidad de los estudios desde el hogar afecta a entre un 48% y un 64% de los jóvenes latinoamericanos.

Ante esta realidad que se impone, de mayor tecnificación y mayor especificidad del conocimiento, para su aplicación a la producción de riquezas, el Estado no puede ser indiferente y debe alentar políticas que permitan un modelo educativo inclusivo e igualitario. Además de las políticas estrictamente universitarias, corresponde a los distintos niveles jurisdiccionales del Estado, coadyuvar a generar las condiciones para que ese acceso sea posible. En términos de políticas públicas, el conocimiento generado por el conjunto de la sociedad, debe ligarse a las comunidades locales y promover su necesario desarrollo económico. En este sentido, la concentración de las instituciones educativas en los grandes centros urbanos es regresiva, en lo que respecta al desarrollo de las ciudades y localidades del interior. Muchos de los jóvenes que concurren a instituciones educativas de los grandes centros urbanos, no vuelven a sus ciudades de origen, con lo que el esfuerzo socialmente acumulado por las localidades y ciudades del interior del país, para dotar a sus jóvenes de  educación primaria y secundaria, así como su alimentación y salud, no encuentra contrapartida. En lo que respecta  a este punto no debe pensarse el presente proyecto solo desde el punto de vista económico sino también desde la arista cultural y  social; en los  términos de federalismo y distribución equitativa de los recursos humanos con que potencialmente cuenta la provincia.

Aun estando la educación pública garantizada, a través del ingreso libre y gratuito, la inacción de los organismos oficiales, en cuanto a generar las condiciones para hacer ese acceso efectivo y real, implicaría una contradicción insostenible entre la declamación de un derecho, y la imposibilidad de su ejercicio. Así, las posibilidades de, vivienda y sostenimiento económico, son esfuerzos que el Estado debe hacer, para que la sociedad se vea retribuida con los frutos de los mismos.

Por lo anteriormente expuesto y en virtud de generar mejores condiciones de acceso la educación para los jóvenes de nuestra provincia, es que solicito el acompañamiento del presente proyecto.
